El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
SEGURIDAD SOCIAL / PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE SALUD / PRINCIPIO DE CONTINUIDAD / TRATAMIENTO INTEGRAL / DEFINICIÓN LEGAL Y JURISPRUDENCIAL / FORMA DE ORDENARLO.
… la Ley 1751 de 2015, por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones, establece en su artículo 8º que: 

“La integralidad. Los servicios y tecnologías de salud deberán ser suministrados de manera completa para prevenir, paliar o curar la enfermedad, con independencia del origen de la enfermedad o condición de salud, del sistema de provisión, cubrimiento o financiación definido por el legislador. No podrá fragmentarse la responsabilidad en la prestación de un servicio de salud específico en desmedro de la salud del usuario”. (…)
Sobre ese nivel de atención, ha dicho la Corte Constitucional:

“… El tratamiento integral también implica la obligación de no fraccionar la prestación del servicio, por lo que está conexo con el principio de continuidad, que, de acuerdo a la jurisprudencia constitucional, obliga a prestar los servicios de salud de modo adecuado e ininterrumpido. Para tal efecto, las entidades de salud deben actuar con sujeción al principio de solidaridad, de modo que los trámites administrativos no sean un obstáculo en la prestación de sus servicios y los mismos sean brindados de forma coordinada y armónica”. (…)
Esta Sala ha sostenido de manera reiterada que las órdenes de carácter genérico no proceden en materia de tutela, en virtud de que el artículo 86 de la Constitución Política la concibió como mecanismo excepcional de protección y con la finalidad exclusiva de otorgar amparo directo, efectivo e inmediato a los derechos fundamentales de las personas frente a vulneraciones concretas de que puedan ser objeto.

En esas condiciones, como no se puede partir de la presunción de que las EPS se abstendrán de brindar la atención que requiere el paciente y al desconocer qué tratamiento será el que llegue a necesitar, ha adoptado una posición intermedia que garantiza la protección de los derechos reclamados, sin lesionar aquellos de que es titular la entidad encargada de prestar los servicios de salud y así ha dispuesto que ese tratamiento integral se garantice respecto de la enfermedad por la que se prodigó el amparo constitucional…
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Acta No. 270 del 21 de junio de 2019

Expediente No. 66001-31-10-004-2019-00207-01
Procede la Sala a resolver la impugnación que formuló la EPS Medimás frente a la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira, el pasado 15 de mayo, en la acción de tutela que instauró la señora Marta Brigitte Duque Piedrahíta contra la recurrente y la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud -ADRES-, a la que fueron vinculados el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de esta y el Representante Legal Judicial de aquella.
A N T E C E D E N T E S

1. Narró la accionante los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 Según su historia clínica tiene antecedentes de otalgia derecha desde hace varios años; en ecografía realizada en el mes de junio de 2018 se reportó un nódulo sólido lóbulo tiroide izquierdo, el que de acuerdo con examen de patología, es compatible con “lesión folicular que favorece neoplasia folicular oncocitica células de hurtle, categoría IV TSH 2.8 y TG 231”.

1.2 El 22 de abril de este año compareció a la EPS Medimás, a la que se encuentra vinculada por el régimen contributivo, para solicitar el servicio de consulta por primera vez con especialista en anestesiología - hemitirodectomia SOD; sin embargo, allí le manifestaron que debía esperar, pues no había agenda. El 26 del citado mes le reiteraron esa respuesta y le informaron que debía aguardar hasta los meses de mayo o junio siguientes.
1.3 Cada día su enfermedad avanza y por eso requiere de aquel servicio médico. No obstante, las demandadas evaden su responsabilidad, circunstancia que pone en riesgo su calidad de vida debido a la gravedad de la enfermedad que padece.

1.4 Carece de los medios económicos para acceder a esa prestación de manera particular.
2. Considera vulnerados los derechos a la vida, a la salud, a la y a la seguridad social. Para su protección, solicita se ordene a las entidades demandadas: a) suministrarle la atención que requiera para el manejo de su enfermedad de “tumor de comportamiento o desconocido de la glándula tiroides – tumor maligno de la glándula tiroides”; b) autorizar  y prestar de forma inmediata el servicio de consulta primera vez por especialidad de anestesiología – hemitirodectomia SOD, así como el tratamiento integral que llegue a necesitar y c) autorizar a las demandadas a efecto de que recobren ante el Fosyga por los servicios no POS. 
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del 3 de mayo último se admitió la tutela, se ordenó vincular al Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la ADRES y al Representante Legal Judicial de Medimás.
2. Solamente se pronunció el primero de esos funcionarios. Adujo, por intermedio de apoderado, que a partir del 1º de agosto de 2017 entró en operación la ADRES, entidad destinada a financiar el aseguramiento en salud de las prestaciones no contempladas en el plan de beneficios del régimen contributivo; de conformidad con la leyes 100 de 1993 y 1751 de 2015, la atención directa de los afiliados corresponde a las empresas promotoras de salud, con cargo a la unidad de pago por captación que cubre el Estado, razón por la cual esas entidades no pueden rehusar el acceso a los servicios médicos. En relación con aquellas prestaciones excluidas del POS, el legislador facultó a la EPS para que, en el término de tres años, realice los correspondientes recobros. En este asunto, por tanto, la entidad que representa carece de legitimación en la causa por pasiva y debe ser la EPS demandada la que garantice el acceso al servicio de salud del afiliado, sin que sea del caso que el juez de tutela se pronuncie sobre el reembolso del valor que sufrague la empresa promotora de salud, al tratarse de un trámite meramente administrativo que, además, no ha sido agotado.  
3. Mediante sentencia del 15 de mayo pasado, el Juez Cuarto de Familia de Pereira otorgó el amparo solicitado, ordenó a Medimás, dentro del término de tres días, adelantar los trámites necesarios para autorizar y suministrar la consulta por primera vez con la especialidad de anestesiología - hemitirodectomia SOD y garantizar el tratamiento integral para el manejo de la enfermedad de tumor de comportamiento o desconocido de la glándula tiroides – tumor maligno de la glándula tiroides y desvinculó a la ADRES.

Para decidir así, estimó que de conformidad con la jurisprudencia los servicios de salud deben ser prestados de forma correcta, ágil y eficiente, máxime si se tiene en cuenta que la actora padece de una enfermedad catalogada como catastrófica, la cual requiere de un manejo especial por parte de las entidades que componen el sistema de salud. Respecto al recobro ante la ADRES señaló que esa cuestión es ajena al ámbito de la acción de tutela, pues se trata de un asunto de carácter administrativo.  
4. Inconforme con esa sentencia, el Representante Legal Judicial de Medimás la impugnó. Revela su inconformidad con las decisiones adoptadas porque se le ordenó brindar la atención integral pese a que no se evidencia que esa entidad se haya negado a prestar los servicios de salud requeridos. Además, son improcedentes los mandatos sobre tratamientos futuros, ya que: a) no es factible establecer si la paciente cumplirá con los requisitos establecidos para acceder a prestaciones excluidas en el plan de beneficios, al punto de que, debido a esa indeterminación, se podrían llegar a autorizar servicios que no lleven implícita la preservación del derecho a la vida; b) resulta inadecuado ordenar atenciones que ni siquiera han sido solicitadas y por tanto se estarían imponiendo disposiciones basadas en supuestas negativas u omisiones, cuando, es conocido, la protección constitucional procede en casos en que exista una efectiva lesión de un derecho fundamental y c) con aquella decisión se comprometerían los recursos del sistema de salud.
Solicita se modifique la determinación relativa al tratamiento integral y se archiven las diligencias.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Se considera acertado el fallo de primera instancia que concedió el amparo solicitado para proteger la salud de la accionante, de acuerdo con la jurisprudencia de la Corte Constitucional que le otorga el carácter de fundamental a tal derecho, de manera autónoma, sin que necesariamente deba estar en conexidad con otro que participe de tal naturaleza
.
3. Teniendo en cuenta el argumento expuesto por la recurrente, corresponde a esta Sala determinar si en este caso procede la orden que se impuso a Medimás de brindarle a la actora una atención integral.
4. En relación con ese tipo de tratamiento, la Ley 1751 de 2015, por medio de la cual se regula el derecho fundamental a la salud y se dictan otras disposiciones, establece en su artículo 8º que: 

“La integralidad. Los servicios y tecnologías de salud deberán ser suministrados de manera completa para prevenir, paliar o curar la enfermedad, con independencia del origen de la enfermedad o condición de salud, del sistema de provisión, cubrimiento o financiación definido por el legislador. No podrá fragmentarse la responsabilidad en la prestación de un servicio de salud específico en desmedro de la salud del usuario.

En los casos en los que exista duda sobre el alcance de un servicio o tecnología de salud cubierto por el Estado, se entenderá que este comprende todos los elementos esenciales para lograr su objetivo médico respecto de la necesidad específica de salud diagnosticada.”
Sobre ese nivel de atención, ha dicho la Corte Constitucional:
“El tratamiento integral está regulado en el Artículo 8° de la Ley 1751 de 2015, implica garantizar el acceso efectivo al servicio de salud, lo que incluye suministrar “todos aquellos medicamentos, exámenes, procedimientos, intervenciones y terapias, entre otros, con miras a la recuperación e integración social del paciente, sin que medie obstáculo alguno independientemente de que se encuentren en el POS o no”
.  Igualmente, comprende un tratamiento sin fracciones, es decir “prestado de forma ininterrumpida, completa, diligente, oportuna y con calidad”
.

…

El tratamiento integral también implica la obligación de no fraccionar la prestación del servicio, por lo que está conexo con el principio de continuidad, que, de acuerdo a la jurisprudencia constitucional, obliga a prestar los servicios de salud de modo adecuado e ininterrumpido
. Para tal efecto, las entidades de salud deben actuar con sujeción al principio de solidaridad, de modo que los trámites administrativos no sean un obstáculo en la prestación de sus servicios y los mismos sean brindados de forma coordinada y armónica.

…

Como corolario de lo anterior se tiene que, el tratamiento integral implica prestar los servicios de salud de manera oportuna, continúa e ininterrumpida. Los trámites administrativos no pueden ser excesivos y en ningún caso justifican la demora o la negación en el cumplimiento de una orden del médico tratante, de lo contrario se lesiona el derecho fundamental a la salud…

Por último, se resalta que ese desarrollo de funciones, garantista y protector al que están obligados los operadores del sistema de salud, también debe guiar la actuación del juez constitucional…” 
.
Esta Sala ha sostenido de manera reiterada que las órdenes de carácter genérico no proceden en materia de tutela, en virtud de que el artículo 86 de la Constitución Política la concibió como mecanismo excepcional de protección y con la finalidad exclusiva de otorgar amparo directo, efectivo e inmediato a los derechos fundamentales de las personas frente a vulneraciones concretas de que puedan ser objeto.

En esas condiciones, como no se puede partir de la presunción de que las EPS se abstendrán de brindar la atención que requiere el paciente y al desconocer qué tratamiento será el que llegue a necesitar, ha adoptado una posición intermedia que garantiza la protección de los derechos reclamados, sin lesionar aquellos de que es titular la entidad encargada de prestar los servicios de salud y así ha dispuesto que ese tratamiento integral se garantice respecto de la enfermedad por la que se prodigó el amparo constitucional, siguiendo de cerca la jurisprudencia que también lo ha ordenado para obtener la continuidad en el servicio y como mecanismo que busca restablecer la salud de la persona que resultó afectada en tal derecho. 

Así las cosas, la Sala comparte la providencia de primera instancia en cuanto dispuso suministrar a la demandante el tratamiento integral que requiera con motivo de las graves enfermedades de tumor de comportamiento o desconocido de la glándula tiroides – tumor maligno de la glándula tiroides que padece
, de conformidad con la jurisprudencia arriba transcrita y la necesidad que tiene para que el servicio de salud sea garantizado de forma eficiente, oportuna y continua.

5. Para finalizar la Sala considera necesario concretar las órdenes del fallo de primera instancia ya que se dirigieron de forma general a la EPS Medimás, a pesar de que según el certificado de existencia y representación legal de esa entidad, el responsable del “cumplimiento de las ordenes (sic) de las acciones de tutela”
 es su representante legal judicial. Por tanto se modificarán esos mandatos para imponérselos específicamente a este último funcionario.
Por lo expuesto, esta Sala Civil – Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
R E S U E L V E
PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto de Familia de Pereira, el 15 de mayo último, dentro de la acción de tutela promovida por la señora Marta Brigitte Duque Piedrahíta contra la EPS Medimás y la Administradora de los Recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud -ADRES-, a la que fueron vinculados el Representante Legal Judicial de la primera y el Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la última, y se MODIFICAN sus ordinales segundo y tercero en cuanto a que las órdenes allí contenidas se imponen al Representante Legal Judicial de Medimás.  
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase
Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA



EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
� Corte Constitucional. Sentencia T-760 de 2007, Magistrada Ponente: Clara Inés Vargas Hernández.


� Al respecto, ver entre otras las sentencias T-872 de 2012 y T-395 de 2015.


� T-611 de 2014


� Ver, entre otras, las sentencias T-111 de 2013 y T-970 de 2007.


� Sentencia T-081 de 2016


� Ver historia clínica a folios 3 a 24 cuaderno No. 1


� Visible a folios 65 a 74 cuaderno No. 1
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